[image: image1.png]



Tribunal de Contrataciones y Adquisiciones del Estado
Resolución Nº   3756-2008-TC-S3

Sumilla: La autoridad administrativa que declara la nulidad podrá disponer la conservación de aquellas actuaciones o trámites cuyo contenido hubiere permanecido igual de no haberse incurrido en el vicio.
Lima, 31 de Diciembre de 2008
VISTO en sesión de fecha 30 de diciembre de 2008 de la Tercera Sala del Tribunal de Contrataciones y Adquisiciones del Estado el Expediente № 1932/2007.TC referente al recurso de reconsideración interpuesto por el Proyecto Plan COPESCO Nacional del Ministerio de Comercio Exterior y Turismo contra la Resolución 3427-2008-TC-S3, que declaró no ha lugar a la imposición de sanción administrativa a la señora SOFÍA GÓMEZ PAHUACHO por la causal de sanción tipificada en el numeral 2) del artículo 294 del Reglamento, materia de la Adjudicación de Menor Cuantía № 079-2006-MINCETUR/COPESCO/CEP para la contratación del servicio de elaboración del perfil y los términos de referencia del expediente técnico de la localidad de Coechán, Distrito de Conila, Provincia de Luya, Región Amazonas y; atendiendo a los siguientes: 

ANTECEDENTES:

1. El 20 de octubre de 2006 el Proyecto Plan COPESCO Nacional del Ministerio de Comercio Exterior y Turismo, en adelante la Entidad, convocó la Adjudicación de Menor Cuantía № 079-2006-MINCETUR/COPESCO/CEP para la contratación del servicio de elaboración del perfil y los términos de referencia del expediente técnico de la localidad de Coechán, Distrito de Conila, Provincia de Luya, Región Amazonas, por el valor referencial ascendente a S/. 9 500,00 (Nueve mil quinientos y 00/100 nuevos soles), incluidos los impuestos de ley.

2. Como resultado del referido proceso de selección, el 30 de octubre de 2006 se otorgó la buena pro a la señora SOFÍA GÓMEZ PAHUACHO, en lo sucesivo la Consultora.

3. El 30 de octubre de 2006, la Entidad y la Consultora suscribieron el Contrato de Prestación de Servicios para la elaboración del proyecto referido a la rehabilitación, mejoramiento y/o ampliación de los sistemas de agua y saneamiento de la localidad de Coechán, Distrito de Conila, Provincia de Luya, Región Amazonas, por el monto ascendente a S/. 9 500,00 (Nueve mil quinientos y 00/100 nuevos soles) y el periodo de treinta (30) días calendario.

4. Mediante Carta del 23 de noviembre de 2006, la Consultora remitió a la Entidad el primer informe del perfil del acotado proyecto.

5. Mediante Informe № 008-2006-MINCETUR/COPESCO-MMC del 2 de diciembre de 2006, el Especialista en proyectos de la Entidad realizó observaciones al primer informe.

6. Mediante Oficio № 532-2006-MINCETUR del 4 de diciembre de 2006, recibido el 5 del mismo mes y año, la Entidad requirió a la Consultora para que dentro del plazo de (2) días levantara las observaciones formuladas al primer informe que había presentado.

7. Mediante Oficio № 534-2006-MINCETUR del 4 de diciembre de 2006, recibido el 5 del mismo mes y año, la Entidad requirió a la Consultora para que dentro del plazo de (2) días entregara el informe final del referido proyecto.

8. Mediante Carta del 11 de diciembre de 2006, la Consultora remitió a la Entidad el primer informe del perfil del acotado proyecto con el respectivo levantamiento de las observaciones formuladas por la Entidad.

9. Mediante Informe № 016-2006-MINCETUR/COPESCO-MMC del 27 de diciembre de 2006, el Especialista en proyectos de la Entidad informó que la Consultora había cumplido con levantar las observaciones formuladas.

10. Mediante Informe № 083-2006-MINCETUR/COPESCO-RLA del 27 de diciembre de 2006, se dio la conformidad al primer informe del perfil presentado por la Consultora.

11. Mediante Oficio № 0063-2007-MINCETUR/COPESCO-DE del 24 de enero de 2007, la Entidad remitió a PRONASAR una ayuda memoria correspondiente a los antecedentes y actividades desarrolladas por la UGP PRONASAR y el Plan COPESCO Nacional a fin que se retomaran las coordinaciones correspondientes.

12. Mediante Oficio № 0065-2007-MINCETUR/COPESCO-DE del 25 de enero de 2007, la Entidad remitió a PRONASAR el primer informe del perfil para su respectiva evaluación.

13. Mediante Oficio № 100-2007/VIVIENDA-VMS-UGP-PRONASAR del 28 de febrero de 2007, PRONASAR remitió a la Entidad las observaciones formuladas por el personal técnico de su Institución al primer informe del perfil del acotado proyecto.

14. Mediante Carta № 24-2007-MINCETUR/COPESCO-DE del 7 de marzo de 2007, recibida en la misma fecha, se remitió a la Consultora las observaciones formuladas por el personal técnico de PRONASAR a fin que dentro de un plazo no mayor de diez (10) días calendario levantara dichas observaciones.

15. Mediante Carta Notarial № 39-2007-MINCETUR/COPESCO-DE del 29 de marzo de 2007, diligenciada el 30 del mismo mes y año, se requirió a la Consultora para que dentro del plazo de diez (10) días remitiera el primer informe del perfil del proyecto en mención con el levantamiento de las observaciones planteadas pues, en caso contrario, se procedería a la resolución del Contrato.

16. Mediante Carta Notarial № 60-2007-MINCETUR/COPESCO-DE del 30 de mayo de 2007, diligenciada el 2 de junio del mismo año, la Entidad comunicó a la Consultora la resolución del Contrato de Prestación de Servicios del 30 de octubre de 2006 por causal atribuible a su parte.

17. El 20 de julio de 2007, mediante Oficio № 419-2007-MINCETUR/COPESCO-DE, la Entidad puso en conocimiento del Tribunal de Contrataciones y Adquisiciones del Estado, en lo sucesivo el Tribunal, la supuesta responsabilidad incurrida por la Consultora en la resolución del Contrato de Prestación de Servicios del 30 de octubre de 2006 por causal atribuible a su parte, así como solicitó que se le impusiera la sanción administrativa a la que hubiere lugar.

18. Mediante decreto del 23 de julio de 2007, el Tribunal requirió previamente a la Entidad para que remitiera los antecedentes administrativos correspondientes, así como informara si la resolución del referido contrato había sido sometida a conciliación o arbitraje.

19. El 28 de setiembre de 2007, mediante Oficio № 569-2007-MINCETUR/COPESCO-DE, la Entidad remitió la documentación e información solicitada.

20. Mediante decreto del 1 de octubre de 2007, el Tribunal dispuso el inicio del procedimiento administrativo sancionador contra la Consultora por su supuesta responsabilidad en la resolución del Contrato de Prestación de Servicios del 30 de octubre de 2006 por causal atribuible a su parte y le requirió para que dentro del plazo de diez (10) días cumpliera con presentar su escrito de descargos, bajo apercibimiento de resolver con la documentación obrante en autos.
21. Mediante decreto del 8 de febrero de 2008, previa razón de la Secretaria del Tribunal, se sobrecartó a otro domicilio cierto la cédula de notificación que comunicaba a la Consultora lo dispuesto por el decreto del 1 de octubre de 2007, por haberse consignado en la referida cédula una dirección inexacta.
22. Habiendo vencido el plazo de otorgado sin que la Consultora presentara sus descargos, mediante decreto del 2 de julio de 2007, se hizo efectivo el apercibimiento decretado de resolverse con la documentación obrante en autos y se remitieron los actuados a la Tercera Sala del Tribunal para que resolviera.
23. Mediante Resolución № 3427-2008-TC-S3 del 1 de diciembre de 2008, la Tercera Sala del Tribunal declaró no ha lugar la imposición de sanción administrativa a la Consultora al no haber cumplido la Entidad con los plazos establecidos para resolver válidamente el Contrato.

24. El 9 de diciembre de 2008, mediante escrito № 1, la Entidad interpuso recurso de reconsideración contra la Resolución № 3427-2008-TC-S3, solicitando se revocara la recurrida, por los siguientes fundamentos:

a. La Entidad había otorgado a través de su Carta № 39-2007-MINCETUR/COPESCO-DE un plazo de diez (10) días a la Consultora para que levantara las observaciones formuladas, la cual fue diligenciada por conducto notarial en estricto cumplimiento del procedimiento dispuesto en el artículo 226 del Reglamento.

b. Mediante Resolución № 2951-2008-TC-S3 del 15 de octubre de 2007, la Tercera Sala del Tribunal había resuelto imponer sanción administrativa de de inhabilitación temporal contra el Sr. YHON WILDER VILLALVA FLORES, por el periodo de dieciséis (16) meses, en el cual la Entidad concedió el mismo plazo de diez (10) días al referido profesional para el levantamiento de las observaciones formuladas a la prestación del servicio encomendado.
25. Mediante decreto del 10 de diciembre de 2008, se remitieron los actuados a la Tercera Sala del Tribunal para que resolviera.

FUNDAMENTACIÓN:

1. El recurso de reconsideración en los procedimientos administrativos sancionadores a cargo del Tribunal ha sido regulado en el artículo 306 del Reglamento de la Ley de Contrataciones y Adquisiciones del Estado, aprobado mediante Decreto Supremo № 084-2004-PCM, en lo sucesivo el Reglamento
, a cuyo tenor aquél debe ser interpuesto dentro de los tres (3) días siguientes de la notificación de la resolución que impone la sanción y resuelto en el término de quince (15) días hábiles desde su presentación.

2. En el caso materia de análisis, la Entidad interpuso recurso de reconsideración contra lo dispuesto en la Resolución № 3427-2008.TC-S3 del 1 de diciembre de 2008, mediante la cual el Tribunal resolvió declarar no ha lugar la imposición de sanción administrativa a la Consultora, en virtud que no se había observado debidamente el procedimiento establecido en el artículo 226 del Reglamento.

3. En atención a lo indicado, cabe destacar que los recursos administrativos constituyen, por definición, una manifestación de la voluntad de los administrados quienes, ante una decisión emanada por la Administración que lesiona sus derechos o intereses, se encuentran facultados para contradecir tal pronunciamiento, con la finalidad de revocarlo o modificarlo, según lo establecido en los artículos 109 y 206 de la Ley № 27444, del Procedimiento Administrativo General. En consecuencia, resulta necesario que el impugnante demuestre su legitimidad para cuestionar la decisión administrativa, sustentando que ésta perjudica sus intereses.

Por ello, previamente al pronunciamiento sobre el fondo del recurso de reconsideración interpuesto por la Entidad, corresponde determinar si dicho medio impugnativo reúne las condiciones de la acción en lo concerniente a la legitimidad e interés de aquella recurrente para cuestionar lo resuelto por este Colegiado.

4. Al respecto, el artículo 50 de la Ley del Procedimiento Administrativo General define a los administrados como aquellas personas naturales o jurídicas que participan en un procedimiento administrativo. Asimismo, señala que las Entidades podrán, en algunos casos, intervenir como administrados.

En ese sentido, el artículo 51 del citado cuerpo normativo establece que, respecto de un procedimiento administrativo concreto, se considera administrado a quienes lo promuevan como titulares de derechos o intereses legítimos, individuales o colectivos, y a aquellos que, sin haber iniciado el procedimiento, posean derechos o intereses legítimos que pueden resultar afectados por la decisión a adoptarse.

5. Ahora bien, el artículo 229 de la Ley № 27444 define al procedimiento administrativo sancionador como el procedimiento bilateral a través del cual las Entidades establecen la comisión de infracciones administrativas a efectos de imponer sanciones a los administrados.

6. En esa línea de análisis, debe señalarse que los procedimientos administrativos sancionadores tramitados ante esta sede son procedimientos bilaterales, cuyas partes son únicamente el Tribunal y los proveedores, participantes, postores, contratistas o expertos que hubieren incurrido en supuesta causal de sanción tipificada en las normas de contrataciones y adquisiciones del Estado; por lo que se advierte que la Entidad no forma parte del presente procedimiento, de manera que ésta carece de legitimidad para interponer el recurso de reconsideración planteado, toda vez que «[…] los órganos administrativos actuando con imperio, no se encuentran en condiciones de presentar recursos contra actos administrativos de otras autoridades de igual, mayor o menor nivel, en razón a que la propia esencia de la teoría organizativa jerarquizada permite a las autoridades la aptitud para imprimir la dirección deseada a la gestión pública sin cuestionamientos provenientes de su interior»
.

7. En virtud de las consideraciones expuestas y, atendiendo a que la Entidad no tiene legitimidad para interponer recurso de reconsideración contra la Resolución № 3427-2008-TC-S3, corresponde declarar improcedente dicho recurso.

8. Sin perjuicio de lo expuesto y habiendo tomado conocimiento este Tribunal a partir de la comunicación efectuada por la Entidad acerca de una supuesta indebida apreciación de los hechos que dieron origen a la expedición de la Resolución № 3427-2008-TC-S3, cabe precisar que la materia sobre la cual se pronunció la acotada resolución estaba referida a determinar la responsabilidad de la Consultora en la resolución del Contrato de Prestación de Servicios para la elaboración del proyecto referido a la rehabilitación, mejoramiento y/o ampliación de los sistemas de agua y saneamiento de la localidad de Coechán, Distrito de Conila, Provincia de Luya, Región Amazonas, suscrito el 30 de octubre de 2006, lo cual implicaba, de haber sido el caso, la verificación del cumplimiento por parte de aquella Entidad contratante del procedimiento que la normativa vigente en el momento de la ocurrencia de los hechos exigía para proceder a una resolución contractual y, posteriormente a ello, proceder a evaluar si el incumplimiento obedeció realmente a causas imputables a dicha contratista.

9. En el caso materia de análisis, se aprecia que en el numeral 6 de la Fundamentación de la Resolución № 3427-2008-TC-S3 se estableció que «la Carta Notarial № 39-2007-MINCETUR/COPESCO-DE del 29 de marzo de 2007, diligenciada por conducto notarial el 30 del mismo mes y año, por la cual la Entidad requirió a la Consultora para que dentro del plazo de diez (10) días remitiera el primer informe del perfil del proyecto en mención con el levantamiento de las observaciones planteadas por PROSANAR. De lo aquí descrito, se desprende que la acotada carta notarial, no se encuentra de acuerdo a lo previsto en el artículo 226 del Reglamento, en virtud que la Entidad le debió otorgar el plazo de quince (15) días a fin que pudiera reanudar las prestaciones a su cargo, por tratarse de una consultoría de obra» (el subrayado es nuestro).

10. Sobre este asunto, el Reglamento prevé en su artículo 226 el procedimiento a seguir en el supuesto que alguna de las partes de la relación contractual incumpliera con las obligaciones contraídas.

Según la mencionada norma, si alguna de las partes falta al cumplimiento de sus obligaciones, la parte perjudicada deberá requerirla mediante carta notarial para que las satisfaga en un plazo no mayor a cinco (5) días, bajo apercibimiento de resolver el contrato. Dependiendo del monto contractual y de la complejidad, envergadura o sofisticación de la adquisición o contratación, la Entidad puede establecer plazos mayores, pero en ningún caso superior a quince (15) días, plazo este último que se otorgará necesariamente en el caso de obras. Si vencido dicho plazo el incumplimiento continúa, la parte perjudicada resolverá el contrato en forma total o parcial, mediante carta notarial.

11. Conforme lo hemos señalado en los párrafos precedentes, el objeto del contrato suscrito con la Consultora el 30 de octubre de 2006 era la prestación de servicios para la elaboración del proyecto referido a la rehabilitación, mejoramiento y/o ampliación de los sistemas de agua y saneamiento de la localidad de Coechán, Distrito de Conila, Provincia de Luya, Región Amazonas, es decir dicha prestación estaba referida a una consultoría de obra la cual, de acuerdo a la normativa en materia de contrataciones y adquisiciones del Estado, está definida como la prestación de servicios profesionales, por parte de una persona natural o jurídica, altamente calificados consistente en la elaboración de estudios de preinversión y elaboración del expediente técnico de obras, en la supervisión de obras, así como en la elaboración de proyectos y la realización de inspección de obras como funcionario o servidor de Entidades públicas
, no entendiéndose dicho servicio dentro del término “obras” previsto en el segundo párrafo del artículo 226 del Reglamento, la cual sólo está referida a los contratos de ejecución de obras públicas.
12. En tal sentido, este Colegiado determina que la formalidad para la resolución del contrato en mención debió ser analizada sobre la base del procedimiento de requerimiento para el cumplimiento de obligaciones seguido para la prestación de servicios establecido en el primer y segundo párrafo del artículo 226 del Reglamento. En atención a ello, debe indicarse que, luego de revisar el contenido de la Carta № 39-2007-MINCETUR/COPESCO-DE del 29 de marzo de 2007, se evidencia que dicha comunicación fue diligenciada por conducto notarial y dentro del plazo establecido en el mencionado artículo, así como también lo fue la Carta № 60-2007-MINCETUR/COPESCO-DE del 30 de mayo de 2007, por medio de la cual la Entidad comunicó a la Consultora su decisión de resolver el Contrato de Prestación de Servicios del 30 de octubre de 2006 por causal atribuible a su parte, con lo cual queda demostrado que la Entidad sí observó la formalidad prevista para la resolución del contrato.
Es así que el procedimiento correcto para requerir al obligado la ejecución de las prestaciones a que se ha comprometido es aquel previsto en el primer y segundo párrafo del artículo 226 del Reglamento, exceptuándose los casos de los contratos de ejecución de obras.

13. Por lo expuesto, se concluye que en la Resolución № 3427-2008-TC-S3 hubo una debida apreciación de los hechos en lo que respecta a la observancia del procedimiento previsto para la resolución del contrato acotado, cuyo requisito formal previo es indispensable para la configuración de la causal imputada a la Consultora.

14. En ese contexto, se tiene que el artículo 53 del Texto Único Ordenado de la Ley de Contrataciones y Adquisiciones del Estado, aprobado por Decreto Supremo № 083-2004-PCM
, en concordancia con el inciso e) del artículo 218 de la Ley del Procedimiento Administrativo General
, establecen que las resoluciones expedidas por el Tribunal de Contrataciones y Adquisiciones del Estado constituyen última instancia.

15. En ese sentido, el numeral 202.5 del artículo 202 del mismo cuerpo normativo
 establece que los actos emitidos por consejos y tribunales regidos por leyes especiales competentes para resolver controversias en última instancia administrativa sólo pueden ser objeto de declaración de nulidad de oficio en sede administrativa por el propio consejo o tribunal con el acuerdo unánime de sus miembros.

16. Habida cuenta que el presente pronunciamiento se emite por decisión unánime de los miembros de la Tercera Sala del Tribunal, procede en el caso de autos declarar la nulidad de oficio de la Resolución № 3427-2008-TC-S3.

17. Ahora bien, si bien es cierto que el numeral 12.1 del artículo 12 de la Ley № 27444 prevé que la declaración de nulidad tendrá efecto declarativo y retroactivo a la fecha del acto, también lo es la autoridad que declara la nulidad dispone la conservación de aquellas actuaciones o trámites cuyo contenido hubiere permanecido igual de no haberse incurrido en el vicio
 de manera que, habiéndose constatado y determinado en  el tercer párrafo del numeral 9 de la presente Fundamentación que la Entidad observó debidamente el procedimiento para la resolución del contrato establecido en los artículos 225 y 226 del Reglamento, es menester de este Colegiado, al amparo del principio de eficacia 
, continuar con el análisis interrumpido a raíz del defecto antes advertido en la Resolución en mención, es decir evaluar si la Consultora es responsable de la resolución del referido contrato respecto del incumplimiento injustificado de sus obligaciones contractuales contraídas, en virtud que existen los elementos suficientes para que en esta instancia pueda emitirse un nuevo pronunciamiento acorde a Ley, no obstante lo cual, es de destacarse que durante el trámite del presente procedimiento sancionador iniciado contra la Consultora, se le requirió en su oportunidad para que se apersonara y presentara sus respectivos descargos respecto de la infracción imputada, razón por la cual este Colegiado considera que la emisión de un nuevo pronunciamiento sobre el fondo del caso de autos no genera ningún tipo de indefensión a la administrada, toda vez que el examen de la supuesta infracción imputada en su contra se efectúa sobre la base de la documentación obrante en autos.

18. En ese orden de ideas, mediante Oficio № 100-2007/VIVIENDA-VMS-UGP-PRONASAR del 28 de febrero de 2007, se aprecia que PRONASAR (quien debía dar previamente la conformidad del informe antes que la misma Entidad contratante) remitió a esta última las observaciones formuladas por el personal técnico de su Institución al primer informe del perfil del proyecto referido a la rehabilitación, mejoramiento y/o ampliación de los sistemas de agua y saneamiento de la localidad de Coechán, Distrito de Conila, Provincia de Luya, Región Amazonass, que había elaborado la Consultora y, pese a que se le requirió para que levantar tales observaciones, aquélla no cumplió con lo solicitado ni tampoco dio razón alguna a fin de justificar su inobservancia, por lo que, a la luz de los hechos expuestos, se demuestra el incumplimiento por parte de ella.

19. Sobre el particular, la Consultora no ha presentado su escrito de descargos acerca de la infracción que la Entidad le ha imputado, a pesar de haber sido debidamente notificada el 13 de junio de 2008, a través de la Cédula № 25832/2008.TC
.

20. Respecto del incumplimiento de obligaciones, existe la presunción legal que éste es producto de la falta de diligencia del deudor
, lo cual implica que es su deber demostrar lo contrario, es decir acreditar que, no obstante haber actuado con la diligencia ordinaria exigida por la naturaleza de la prestación, le fue imposible cumplirla; y, considerando que en el expediente administrativo la Consultora no ha probado que el incumplimiento haya sido producto de un caso fortuito o fuerza mayor ni existen indicios que dicho incumplimiento se haya producido por causas ajenas a su voluntad, este Tribunal concluye que la resolución del contrato resulta atribuible a la Consultora.

21. Por las consideraciones expuestas, se ha determinado que en el caso bajo análisis se ha configurado la infracción prevista en el inciso 2) del artículo 294 del Reglamento, el cual establece una sanción administrativa de inhabilitación temporal al infractor en su derecho para contratar con el Estado y participar en procesos de selección, por un período no menor de uno (1) ni mayor a dos (2) años.

22. A efectos de determinar la graduación de la sanción imponible, debe tenerse en cuenta los factores previstos en el artículo 302 del Reglamento. En el expediente administrativo, se observa el daño causado a la Entidad, en razón que el incumplimiento de la infractora ha retrasado los objetivos de ese organismo contratante, los mismos que son programados y presupuestados con anticipación, así como en función del monto adjudicado (S/. 9 500,00 nuevos soles); la indiferencia en la conducta procesal de la infractora, la cual ha sido acreditada puesto que la Consultora no ha formulado sus descargos respecto de la infracción imputada ni se ha apersonado a la instancia; y las condiciones de la infractora, quien no ha sido anteriormente sancionada por infracción a las normas en materia de contrataciones públicas.

23. Asimismo, resulta importante traer a colación el principio de razonabilidad consagrado en el numeral 1.4 del Artículo IV del Título Preliminar de la Ley del Procedimiento Administrativo General, por medio del cual las decisiones de la autoridad administrativa que impongan sanciones o establezcan restricciones a los administrados deben adoptarse dentro de los límites de la facultad atribuida y manteniendo debida proporción entre los medios a emplear y los fines públicos que deba tutelar, a fin que respondan a lo estrictamente necesario para la satisfacción de su cometido.

24. Por lo expuesto, sin que medien circunstancias adicionales que permitan atenuar la responsabilidad de la Consultora en la comisión de la infracción imputada, corresponde imponerle la sanción administrativa de inhabilitación temporal por el periodo de dieciséis (16) meses.

Por estos fundamentos, de conformidad con el informe del Vocal Ponente Dr. Carlos Vicente Navas Rondón y la intervención de los Vocales Dr. Oscar Luna Milla  y Víctor Rodríguez Buitrón, atendiendo a la reconformación de la Tercera Sala del Tribunal de Contrataciones y Adquisiciones del Estado, según lo dispuesto en la Resolución № 035-2008-CONSUCODE/PRE, expedida el 31 de enero de 2008, y en ejercicio de las facultades conferidas en los artículos 52, 53, 59 y 61 del Texto Único Ordenado de la Ley de Contrataciones y Adquisiciones del Estado, aprobado por Decreto Supremo № 083-2004-PCM, su Reglamento, aprobado por Decreto Supremo № 084-2004-PCM, y los artículos 17 y 18 del Reglamento de Organización y Funciones del CONSUCODE, aprobado por Decreto Supremo № 054-2007-EF, analizados los antecedentes y luego de agotado el debate correspondiente, por unanimidad,

LA SALA RESUELVE:

1. Declarar improcedente el recurso de reconsideración interpuesto por el Proyecto Plan COPESCO Nacional del Ministerio de Comercio Exterior y Turismo, por los fundamentos expuestos.

2. Declarar nula de oficio la Resolución № 3427-2008-TC-S3 del 1 de diciembre de 2008.

3. Imponer a la señora SOFÍA GÓMEZ PAHUACHO sanción administrativa de inhabilitación temporal por el período de dieciséis (16) meses en sus derechos de participar en procesos de selección y contratar con el Estado, la cual entrará en vigencia a partir del cuarto de día de notificada la presente Resolución.
4. Poner la presente Resolución en conocimiento de la Subdirección del Registro Nacional de Proveedores del Consejo Superior de Contrataciones y Adquisiciones del Estado (CONSUCODE), para las anotaciones de ley.
Regístrese, comuníquese y publíquese.

PRESIDENTE

                   VOCAL



   

   VOCAL                                                                  
ss.

Luna Milla

Navas Rondón.

Rodríguez Buitrón.
� Artículo 306.- Recurso de Reconsideración.- Contra lo resuelto por el Tribunal en un procedimiento sancionador podrá interponerse Recurso de Reconsideración dentro de los tres (3) días hábiles de notificada o publicada la respectiva resolución.





El Tribunal resolverá dentro del plazo de quince (15) días hábiles; contra esta decisión procede la acción contencioso-administrativa ante el Poder Judicial.





� Morón Urbina, Juan Carlos. Comentarios a la Ley del Procedimiento Administrativo General. Lima: Gaceta Jurídica, pág. 447.


� Numeral 12 de los Anexos del Reglamento de la Ley de Contrataciones y Adquisiciones del Estado, aprobado por Decreto Supremo № 084-2004-PCM. Posteriormente, modificado por el artículo 3º del Decreto Supremo Nº 028-2007-EF, publicado el 03de


marzo de 2007. 





� Artículo 53.- Solución de controversias.-


53.1 El Tribunal de Contrataciones y Adquisiciones del Estado constituye la última instancia administrativa y sus resoluciones son de cumplimiento obligatorio. Los precedentes de observancia obligatoria serán declarados expresamente, conforme lo disponga el Reglamento.


[…]





� Artículo 218- Agotamiento de la vía administrativa


[…]


218.2 Son actos que agotan la vía administrativa:


[…]


e) Los actos administrativos de los Tribunales o Consejos Administrativos regidos por leyes especiales.





� Artículo modificado por el Decreto Legislativo № 1029, publicado en el Diario oficial El Peruano el 24 de junio de 2008.


 


� Véase numeral 13.3 del artículo 13 de la Ley del Procedimiento Administrativo General, Ley № 27444.


 


� Artículo IV.- Principios del procedimiento administrativo


1. El procedimiento administrativo se sustenta fundamentalmente en los siguientes principios, sin perjuicio de la vigencia de otros principios generales del Derecho Administrativo:


[…]


1.10. Principio de eficacia.- Los sujetos del procedimiento administrativo deben hacer prevalecer el  cumplimiento de la finalidad del acto procedimental, sobre aquellos formalismos cuya realización no incida en su validez, no determinen aspectos importantes en la decisión final, no disminuyan las garantías del procedimiento, ni causen indefensión a los administrados. En todos los supuestos de aplicación de este principio, la finalidad del acto que se privilegie sobre las formalidades no esenciales deberá ajustarse al marco normativo aplicable y su validez será una garantía de la finalidad pública que se busca satisfacer con la aplicación de este principio.


[…]





� Documento obrante a fojas 51 de autos.





� Artículo 1329 del Código Civil: Se presume que la inejecución de la obligación, o su cumplimiento parcial, tardío o defectuoso, obedece a la culpa leve del deudor. 
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